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II. ABREVIATURAS 

● AUTORIDADES DEL ESTADO DE VADALUZ 
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● PJV              Poder Judicial de Vadaluz  

● CV               Congreso de Vadaluz 

● CSJ             Corte Suprema de Justicia 

● CSF        Corte Suprema Federal  

● CP          Comandancia Policial  

● CSAJ Consejo Superior para la        

Administración de Justicia

● ORDENAMIENTO JURÍDICO DEL ESTADO DE VADALUZ  

● CPV              Constitución Política de Vadaluz  

● CADH          Convención Americana de Derechos Humanos  

● DE 75/20      Decreto Ejecutivo 75/20  
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● PARTES DE LA SOCIEDAD CIVIL  

● PC                Pedro Chavero 

● CK               Claudia Kelsen  

● EM                Estela Martínez  

● AUTORIDADES INTERNACIONALES  

● CIDH          Comisión Interamericana de Derechos Humanos  

● CoIDH        Corte Interamericana de Derechos Humanos  

● SIDH           Sistema Interamericano de Derechos Humanos   

● OMS           Organización Mundial de la Salud  

● OEA            Organización de Estados Americanos 

● ONU            Organización de las Naciones Unidas 

I. EXPOSICIÓN DE LOS HECHOS 

Antecedentes del Estado de Vadaluz 

1. La República Federal de Vadaluz, es un Estado Sudamericano que desde antes de 1831 ha 

atravesado luchas y enfrentamientos con potencias extranjeras y vecinas. A pesar de los 

antecedentes bélicos, y en contraste con los demás países de la región, no enfrentamos una 

dictadura militar durante el siglo XX. 

2. Por lo contrario, en el Estado de Vadaluz estamos orgullosos de contar con una histórica 

tradición democrática al realizar ininterrumpidamente elecciones por más de 100 años. Sin 

embargo, a partir de la segunda mitad del siglo pasado, al interior de Vadaluz atravesamos 

una trascendental transformación democrática. 
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12. Sin embargo, Estela Martínez y PC ignoraron los señalamientos de las autoridades y, como 

consecuencia, procedieron a detener a PC. Esto ocasionó que los manifestantes agredieran 

a los policías al arrojarles objetos. Y en medio del caos, se lanzaron granadas lacrimógenas 

que diluyeron la manifestación. 

13. PC fue presentado directamente a la CP número 3, donde se le responsabilizó del ilícito 

administrativo del artículo 2.3 y 3 del DE 75/20.  Por lo que se le otorgó un plazo 24 horas 

para hacer efectivo su derecho a la defensa y realizar los descargos. A la llegada de su 

madre y su abogada Claudia Kelsen, les comunicaron de las buenas condiciones de salud 

y el trato digno que estaba recibiendo.  

14. Después de la presentación de la defensa de su representante, se le notificó a PC de la 

providencia policial que establecía la aceptación de los hechos, pues Pedro no los 

desestimó. actualizándose la violación al artículo 2 numeral 3 del Decreto 75/25. Como 

resultado, se le sancionó con detención administrativa por 4 días. Así mismo, se le 

comunicó a Pedro, que podía ejercer acciones judiciales previstas en el ordenamiento 

jurídico del Estado Vadaluz.  

Acciones judiciales ejercidas por la representación de Pedro Chavero 

15. El PJV no había enfrentado una situación similar como la pandemia, al inicio se 

presentaron dificultades para la adaptación del servicio, tal y como ocurrió en la primera 

semana de marzo, en la que se presentaron irregularidades e intermitencias en la plataforma 

virtual del PJV. Sin embargo, se interpusieron más de mil recursos y demandas vía digital 

del PJV.  Progresivamente hemos aplicado medidas apropiadas para mejorar el 

funcionamiento en la modalidad virtual.  
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y en este tenor la OMS dijo que urgía tomar medidas de distanciamiento social mientras se 

investigaba el virus y hubiera tratamiento y eventualmente una vacuna.  

Por consiguiente, la República de Vadaluz en atención al llamado de alerta de la OMS y con toda 

la celeridad posible activo la maquinaria gubernamental para emitir medidas que salvaguardaran 

la salud y por tanto la vida, de nuestros habitantes, emitió el Decreto 75/20. En este se consideró 

lo contagioso del virus, la urgencia de adoptar medidas de distanciamiento social, todo esto 

reconociendo la salud como un derecho constitucional, y nuestro deber de velar por el bien 

común. 

Es indispensable mencionar también que se publicó en la gaceta oficial y difundió en medios de 

comunicación y diarios de alta circulación con el objetivo de que los y las Vadaluciana estuvieran 

informados de la situación y las restricciones para cuidar su salud y la de todos. También se le 

notificó el contenido del Decreto a la Secretaría General de la OEA para dar cumplimiento con lo 

establecido en el numeral del 27.3 de la CADH1 y además también se le notificó a la ONU. En el 

presente caso la República Federal de Vadaluz cumplió efectivamente con lo dispuesto en el 

artículo 27. 

La Corte se ha pronunciado en cuanto a los Estados de excepción en varias oportunidades, como 

en el caso Galindo Cárdenas y otros Vs Perú2 en el que ha indicado que en el artículo 27.1 de la 

Convención permite la suspensión de obligaciones en la medida y por el tiempo limitados a las 

exigencias de la situación de que se trate3. Ha reforzado su criterio al explicar que “la suspensión 

de garantías constituye una situación excepcional, según la cual resulta lícito para el gobierno 

 
1 
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ley, su vida en lo individual y, en el ámbito social, esto, de acuerdo con sus propias opciones y 

convicciones. En el mismo sentido la Corte IDH dentro del caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez 

Vs Ecuador11, ha indicado que el derecho a la libertad implica hacer y no hacer todo lo que esté 

lícitamente permitido.  Por tanto, en los siguientes párrafos se desarrollará las limitaciones a este 

derecho, ya que nos encontramos ante un hecho contrario a las disposiciones del l Decreto 75/20. 

Dicho lo anterior, de este derecho encontramos dos clases de regulaciones12; 

 1) de manera general el derecho a la libertad y a la seguridad personal; 

  2) de manera específica, la serie de garantías que protegen el derecho a no ser privado de 

la libertad ilegalmente o arbitrariamente13, como lo son; “conocer las razones de la detención y 
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2. “Adoptar de manera inmediata e intersecciones el enfoque de derechos humanos en 

toda estrategia, política o medida estatal dirigida a enfrentar la pandemia del COVID-

19” 

3. Guiar su actuación de conformidad con los siguientes principios y obligaciones 

generales:  

a. Los compromisos internacionales en materia de derechos humanos deben cumplirse de 

buena fe y tomando en cuenta los estándares interamericanos y las normas de derecho 

internacional aplicables. 

 b. El deber de garantía de los derechos humanos requiere que los Estados protejan los 

derechos humanos atendiendo a las particulares necesidades de protección de las 

personas y que esta obligación involucra el deber de los Estados de organizar todo el 

aparato gubernamental. 

Así mismo lo implementamos en Vadaluz con el decreto 75/20 todo en aras de la vida y la salud 

de nuestra población como derecho máximo, ya que sin este el cumplimiento de todos los demás 

derechos se encuentra imposible de cumplir. 

3.3 Legalidad de la detención (7.2) 

PC fue sancionado administrativamente dentro de las causales y condiciones fijadas por la 

normativa de Vadaluz, es decir, la libertad de PC fue privada de forma legal, según lo que nos 

indica el numeral 2 del Artículo 7 “Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las 

causales y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados 

partes o las leyes dictadas conforme a ellas”. 
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La Corte ha señalado en el Caso Azul Rojas Marín y otra Vs Perú20 que las leyes establecidas 
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El 3 de febrero, es decir más de un mes después, en contra de lo establecido en el decreto PC y 

más de 40 personas salieron a protestar. Constituyendo una conducta prohibida por el Decreto. Los 

policías al encontrarse ante una conglomeración de personas protestando poniendo en riesgo a sí 

mismos y a los demás y apegándose al contenido del decreto les recordaron su contenido, incluso 

les advirtieron que de no regresar a su casa habría detenidos, sin embargo, PC decidió 

conscientemente persistir en el ilícito por lo que nuestro personal policiaco en cumplimiento de su 

labor activó el procedimiento dictado en el artículo 3. 

3.4  La detención se realizó bajo los parámetros de proporcionalidad, idoneidad 

razonabilidad (7.3) 

“Nadie podrá ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios”. Además, que las 

detenciones deben ser apegadas a las normas, deben de ajustarse a criterios de razonabilidad, 

previsibilidad y proporcionalidad28, desde esta óptica la privación de libertad lesiona cuando 

carece de justificación. 

Incluso la Corte ha sostenido que una “una restricción a la libertad que no esté basada en una causa 
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La corte tanto en el caso Bahréin contra Costa Rica31 como en el Caso Chaparro Álvarez y Lapo 

Íñiguez vs Ecuador32 ha señalado que es necesario hacer un análisis de la compatibilidad de la 

legislación con la Convención para que la privación de la libertad no sea arbitraria debe de cumplir 

con los siguientes requisitos; 

1) Que la finalidad de las medidas de privación sea compatible con la Convención,  

2) Que las medidas adoptadas sean las idóneas para alcanzar el fin perseguido,  

3) Que sea indispensable para alcanzar el bien buscado, que no exista una medida menos gravosa. 

4) que sean medidas proporcionales33 frente a las ventajas que se obtienen mediante tal restricción.  

Dichos requisitos se basan en las exigencias de idoneidad, necesidad y proporcionalidad.34 

La detención de PC en el marco del decreto 75/20 estuvo dentro de los márgenes de la 

proporcionalidad, ya que fue un hecho administrativo, necesario para alcanzar su objetivo y que 

de otra manera no pudiera cumplimentarse y pondría en riesgo a los demás En el presente caso 

cumplimos con el requisito 1) ya que la finalidad de la privación en el contexto de la suspensión 

de garantías a cuenta de la pandemia porcina fue salvaguardar la salud y el bienestar común, 

razones compatibles según el artículo 27 de la CADH35. 

Esta defensa indica que la detención fue razonable debido a la práctica de medidas idóneas y 

necesarias que nos vimos en la obligación de tomar dada la crisis sanitaria, y en la que no había 

otra manera de llegar al fin buscado más que la restricción de ciertos derechos. 

 
31 Corte IDH. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354, párrafo 356. 
32 Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs Ecuador, párrafo 93 
33 Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay, supra, párr. 129, y Caso Wong Ho Wing Vs. Perú, supra, párr. 248 
34 Corte IDH. Caso Ricardo Canese vs Paraguay párr. 96 y 129, Caso Kimel vs Argentina párr. 56., Corte IDH. Caso 

Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020. párrafo 

356  
35  Artículo 27 CADH. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o 

seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente 

limitados a las exigencias de la situación suspendan las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, 

siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho 

internacional (…) 
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Dado la desobediencia de PC los policías se vieron en la obligación de detenerlo para dispersar la 

manifestación y evitar que siguieran en riesgo de contraer el virus. No existía otra manera dado 

que, a pesar de la insistencia de la policía, Pedro y los manifestantes se encontraban empecinados 

a seguir en una actitud de irresponsabilidad colectiva. Se trató también de una medida 

proporcional, dado que la ventaja que se obtenía con la detención era salvaguardar la integridad 

no solo del manifestante, pero de todas y todos los Vadaluciana, frente a tal restricción de un 

ciudadano inconsciente ante un panorama mundial desalentador. 

La Corte ha señalado que como Estado parte de la Convención es nuestra obligación adoptar 

medidas legislativas necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades protegidos por la 

Convención, según el artículo 2 de la CADH36  En el caso concreto , la medida de limitación del 

derecho de tránsito, libertad de asociación especificada en el Artículo 2.3 del Decreto está 

totalmente justificada y es necesaria en razón del artículo 27 de la CADH y nuestra constitución 

del “2000”, pues de no hacerlo se podrían afectar otros derechos más importantes no solo a PC 

sino a la población del país como la vida y la salud.  

3.5 PC tenía conocimiento de las razones de su detención y ejerció su derecho de ser juzgado 

por las autoridades de Vadaluz (artículo 7.4 y 7.5) 

PC fue detenido en flagrancia, mientras se manifestaba estaba incumpliendo con el Decreto 75/20 

que Vadaluz presentó como siguiendo las recomendaciones de la OMS, del cual forma parte. La 

autoridad responsable le hizo saber la ilicitud de su actuar y al hacer caso omiso resultó en la 
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presentado ante el jefe de la comisaría No.3 para ejercer su derecho de defensa aceptó tácitamente 

los hechos. Con lo anterior satisfaciendo el artículo 7.4 y 7.5.37 

 

3.6 A Pedro Chavero en todo momento se le respetó sus Derechos 

Las personas que pasan por privación de libertad siguen siendo titulares de derechos humanos, 

pero no pueden gozar de todos ellos de manera plena dadas las limitaciones que a su situación se 

atañe. En oportunidades pasadas la Corte ha dejado plasmado38 que toda persona privada de 

libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal, 

en relación con el artículo 5.1 y 5.2, el Estado debe de garantizar el derecho a la vida y a la 

integridad ya que se encuentra en posición de garante de dichas personas39 y su bienestar, Como 

responsable de los establecimientos de detención, debe garantizar  las condiciones que respeten 

sus derechos fundamentales                           y dejen a salvo su dignidad40. De igual forma la 

 
37 CADH, Artículo 7.4 Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y 

notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 

7.5 Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la 

ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 

libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. 
38Corte IDH. Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308., Párrafo 117, 
39 Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 289, Párrafo 205,  

Corte IDH. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 

de mayo de 2013 Serie C No. 260, Párrafo 219, Corte IDH. Caso Fleury y otros Vs. Haití. Fondo y Reparaciones. 

Sentencia de 23 de noviembre de 2011. Serie C No. 236, Párrafo 84 
40 

40
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Como Estado somos conscientes y respetuosos de la estrecha relación del derecho de reunión, 

libertad de expresión y asociación reconocidos por la CADH
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su aplicación. Tales disposiciones o derechos deben estar contraídos en algún instrumento 

protector de derechos humanos como lo es la CADH o el PIDCP.49 

Análogamente la OEA y la CIDH en la Resolución 01/20” Pandemia y Derechos Humanos en las 

Américas” aceptan que, en circunstancias particulares, como lo es una pandemia mundial, resulta 

sumamente necesario generar medidas de adecuado distanciamiento social. Por lo que estas 

autoridades prevén que es imperiosa “la restricción del pleno goce de derechos como el de reunión 

y la libertad de circulación en espacios tangibles, públicos o comunes que no sean indispensables 

para el abastecimiento de insumos esenciales o para la propia atención médica.”50 

De la misma resolución la CIDH ha reconocido y aceptado que a lo largo de la región los Estados 

emplean como medidas de contención la declaración “estados de emergencia”, “estados de 

excepción”, “estados de catástrofe por calamidad pública”, o “emergencia sanitaria”, con el fin de 

enfrentar y prevenir los efectos suscitados por la pandemia. Asimismo, reconoce que los Estados 

han instaurado medidas de diversa naturaleza que restringen los derechos de libertad de expresión 

y libertad personal con el propósito de proteger la salud pública y evitar el incremento de 

contagios.51 

 

Finalmente, dentro de nuestro ordenamiento jurídico la propia CADH52, y diversos 

pronunciamientos de la CoIDH53 , han  demostrado que este conjunto de derechos no son 

absolutos, al presumir la posibilidad de ser legalmente restringidos bajo ciertas hipótesis, como lo 

 
49 Comité de los Derechos del Niño, Observación general 29, párr. 5. 
50  Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). (2020, abril). Rezno. 1/2020 Pandemia y derechos 

humanos en las Américas (Resolución NO. 1/2020). Pág., 6; párr., 6 
51Ibid.  Pág., 4Bottom]/Type.10(r)-63r., 6.

I

51
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es proteger la salud pública.
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Adicionalmente la CoIDH ha sumado a la dicha interpretación, que tales limitaciones no deben ser 

abusivas o arbitrarias, para ello, tienen que estar “previstas en ley, perseguir un fin legítimo y       

cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad”.58 

 

Finalmente, este tribunal interamericano ha configurado estándares con el objetivo de determinar 

la legitimidad de las restricciones adoptadas por los Estados, debiendo supeditarse a un examen 

legal a la luz del CADH59. El primero de ello refiere a la:  

 

 

4.1 Legalidad de la medida restrictiva 

De acuerdo con la CoIDH lo primeramente se debe examinar si la medida limitativa cumple 

con el requisito de legalidad. Es decir, que las condiciones y circunstancias generales que 

autorizan una restricción al ejercicio de un derecho humano determinado deben estar 

claramente establecidas por ley. La norma que establece la restricción debe ser una ley en 

el sentido formal y material 

 

En el presente caso, el DE 75/20 es constitucional. Pues tras haber sido sometido a un análisis 

derivado de la acción de inconstitucionalidad interpuesta el 6 de marzo de 2020, y al ser revisado 

a la luz de la COV y el artículo 27.2 de la CADH.   La CSF determinó el 30 de mayo del mismo 

año, que dicho decreto era constitucional, donde a pesar de la declaración del estado de 

 
58 Corte IDH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302., Párrafo 168 
59 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, Párrafo 176 
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4.3 Necesidad en una sociedad democrática y proporcionalidad de la medida restrictiva 

El tercer requisito que aduce la CoIDH64, radica en que debe ser necesaria para una sociedad 

democrática. Condición que la CADH establece de manera explícita en ciertos derechos políticos 

como el de reunión65 y de asociación66.  

Hay que mencionar, además que la CoIDH en reiteradas ocasiones67 ha señalado que “necesidad 

y, por ende, la legalidad de las restricciones a la libertad de expresión fundadas en el artículo 

13.2 de la CADH, dependerá de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo.” 

68 Para lograr este objetivo, los Estados tienen la opción de restringir en la menor escala este 

derecho. Sin embargo, para que este estándar sea compatible con la CADH; debe justificar que la 

importancia de sus objetivos colectivos, “preponderen claramente sobre la necesidad social del 

pleno goce del derecho que el artículo 13 de la Convención garantiza y no limiten más de lo 

estrictamente necesario el derecho proclamado en dicho artículo. Es decir, la restricción debe ser 

proporcional al interés que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo 

objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del derecho a la libertad 

de pensamiento y de expresión”69  

Pese a la crisis mundial que está afectando gravemente la salud pública de las personas que vuelve 

una urgencia el distanciamiento social para nuestra salvaguarda. En el DE 75/20 en el artículo 3.2, 

se adaptó un medio fundamental para no restringir en lo absoluto el derecho a la reunión, libertad 

 
64Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, Párrafo 185 
65 Artículo 15 de la CADH  
66 Artículo 16 de la CADH;  
67 Corte IDH. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 

2005. Serie C No. 135, Párrafo 85.  
68 Ibid. Párr. 85 
69 Ibid. Párr. 85 
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de expresión y asociación.  Pues mediante la modalidad fijada, se permite dentro del Estado de 

Excepción, las personas en el EV se manifiesten pública y pacíficamente. 

 

Por lo antes expuesto y de acuerdo con lo ocurrido el 1 de febrero de 2020, tras el anuncio de la 

OMS, que confirmó x92 reW* no36(de)62 598.42 Tm
0 g
0 
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Por lo anteriormente desarrollado, y en armonía de lo establecido en, el DE 75/20 cumple con los 

requerimientos de la Convención y de los estándares interamericanos fijados por la CoIDH, para 

establecer restricciones míni



http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf
http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf
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 Pese a las implicaciones provocadas por la pandemia porcina, reconocemos la importancia del 

acceso a la justicia para proteger los derechos humanos y como un pilar esencial para el Estado de 

Derecho. Y buscamos incansablemente informar a la población por diversas vías la forma en la 

que los procedimientos judiciales se adoptaron.  

 

Englobando lo sucedido, en el EV acatamos nuestras obligaciones adquiridas en el artículo 25. 1 

de la CADH           al demostrar que en ningún momento se suspendió o, limitó el suministro de 

recursos judiciales efectivos (incluido el habeas corpus) a las víctimas de violaciones de los 

derechos humanos74. Recursos sustanciados conforme las reglas del debido proceso legal 75 y bajo 

la obligación general de los Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 

reconocidos por la CADH a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción.76 

En el mismo sentido, la CoIDH en el caso Romero Feris Vs. Argentina dictaminó, tal y como se 

señaló anteriormente, que el derecho en el artículo 25 está profundamente ligado con el artículo 

1.1 de la CADH al “atribuir funciones de protección al derecho interno de los Estados Parte”. 

Como consecuencia, el Estado es responsable de diseñar y consagrar normativamente un recurso 

eficaz, así como de asegurar su correcta administración por las autoridades judiciales.77 

 

En cuanto a la efectividad del recurso, los criterios jurisprudenciales de la CoIDH78 han precisado 

que el sentido de la protección que resguarda este artículo refiere a la:  
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justicia. Pues se priorizo que, durante la activación del estado de emergencia se asegurará este 

medio fundamental para la protección y garantía de los derechos humanos y libertades de las 

personas bajo nuestra jurisdicción.  

 

Por lo que en EV   durante el estado de emergencia, hemos atendido a cabalidad las obligaciones 

específicas derivadas del art. 25.1 de la CADH y de los estándares de la jurisprudencia 

interamericana 81,al  consagrar normativamente y adaptar la debida aplicación de recursos 

judiciales sencillos, rápidos y efectivos contra actos violatorios de sus derechos fundamentales 

ante las autoridades competentes , bajo el diseño de una modalidad  telemática que permitiera 

funcionar eficazmente la administración de la justicia. Se centrando nuestros máximos esfuerzos 

para que este cambio salvaguarde la seguridad jurídica y, efectividad en cuanto a la protección de 

los derechos de las personas82  

Así mismo bajo la luz del artículo 27.1 de la CADH, dichas disposiciones adoptadas por el PJ 

cumplen con el principio de juridicidad exigido en los estándares jurisprudenciales de la CoIDH83 

, al ajustarse a lo estrictamente necesario y, hacer frente al carácter, intensidad, profundidad y 

particularidad84  de la crisis sanitaria mundial.  

Ahora bien, para terminar la efectividad de un recurso es oportuno remitirse a las reglas delimitadas 

en la jurisprudencia interamericana85.  
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La primera en analizar refiere a evaluar la existencia de vías internas que garanticen un verdadero 

acceso a la justicia para reclamar la reparación de la violación.  

Por ello, en el PJV del EV nunca hemos dejado de suministrar recursos judiciales efectivos a las 

víctimas de violaciones de los derechos humanos86. Aún y a pesar de las complicaciones de 

adaptación presentadas de la primera semana de marzo de 2020, tras las irregularidades e 

intermitencia en la plataforma digital; se lograron interponer más de mil recursos y demandas, 

incluidos el habeas corpus y acción de inconstitucionalidad interpuesta por CK. 

El segundo estándar fijado por la CoIDH sobre la determinación de la efectividad de un recurso 

alude que para sea existente, no basta con que esté previsto normativamente, sino que precisa ser 

idóneo para disponer si se incurrido en una violación a los derechos humanos y, proveer lo 

necesario para remediarlo. Es decir, exige que dichos recursos no sean ilusorios, o que configuren 

un cuadro de denegación de justicia.   

Considerando los hechos en cuanto a PC, el 4 de marzo de 2020 tras la presentación de su defensa 

y aplicación por de la detención, se le hizo de conocimiento a él y su representante que podían 

ejercer las acciones judiciales previstas en el ordenamiento jurídico; incluido el habeas corpus. 

Recurso interno judicial disponible para proteger la libertad personal, tal y como se mencionó, este 

recurso jamás estuvo restringido y se realizaron todos los anuncios correspondientes desde el 1 de 
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Es oportuno reiterar que el proceso de adaptación en la pandemia ha sido un gran reto para el PJV, 

y pese a las intermitencias, nunca han sido restringidos arbitrariamente el ingreso  los recursos 

interpuestos por CK el día 5 de marzo de 2020, las irregularidades de la plataforma fueron 

generales y extraordinarias, no obstante, al día siguiente a primeras horas se resolvieron las 

irregularidades , pudiendo CK interponer de manera sencilla, rápida y efectiva los recursos 

judiciales en favor de PC. 

    

De manera que el recurso de habeas corpus previsto por e EV, carecer de ilusorio, tras estar 

disponible manera ininterrumpida y efectiva para PC; recurso que fue resuelto de forma expedita 

el 7 marzo en cuanto a su medida cautelar, y en cuanto a la acción de habeas corpus también 

resuelto con prontitud el día 15 de marzo de 2020.  
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PETITORIOS 

 Tras la exposición de todos los razonamientos de facto y de jure, esta representación, actuando 

dentro de las facultades expresamente conferidas en el artículo 42 del Reglamento vigente de la 

Corte y, reservándose el derecho de ampliar o modificar este petitorio. 

Solicitamos de la manera más respetuosa que declare: 

1. La no vulneración de los derechos consagrados en los artículos 7, 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 7.5 y 7.6 de 

la CADH en relación con el Art. 1.1 del mismo instrumento en perjuicio de PC, en concordancia 

con el artículo 27, sobre suspensión de garantías dada la situación global. 


